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Resumen 

Este ensayo sostiene que los abogados tradicionalmente han litigado 

demandas colectivas, estructurales y de impacto de una manera que no 

incluye la participación del demandante en la causa. Se comparan dos 

demandas relativamente recientes: la primera, una demanda colectiva exitosa 

en California que impugnaba el confinamiento solitario prolongado e 

indeterminado en las prisiones de ese estado, y la segunda, una demanda 

guatemalteca en la que dos ex militares fueron condenados por violencia 

sexual contra la población indígena maya en un pequeño pueblo 

guatemalteco durante el apogeo de la guerra civil guatemalteca. Al hacer esta 

comparación, este ensayo demuestra que la participación de los demandantes 

es posible y, a menudo, necesaria para obtener impacto exitoso en un litigio. 

El artículo también anima a abogados e investigadores a explorar las 

posibilidades y dificultades de la participación de los demandantes en este 

tipo de juicios. La última sección del artículo explora las raíces 

latinoamericanas del litigio participativo del tipo de casos representados por 

los ejemplos de Guatemala y California discutidos en el ensayo. Ambos casos 

pueden tener sus raíces en la teoría del “acompañamiento” practicada por los 

teólogos de la liberación latinoamericanos en las décadas de 1970 y 1980, que 

fue adoptada por abogados a la litigación. 

Palabras clave: Acción de clase; Litigio estratégico; Litigios de impacto; Participación; Toma de 
decisiones de los demandantes. 

 

Abstract 

This essay argues that lawyers have traditionally litigated class-action, 

structural and impact lawsuits in a manner that does not encompass plaintiff 

participation in the lawsuit. By comparing two relatively recent lawsuits – one 

a successful California class action lawsuit challenging prolonged and 

indeterminate solitary confinement in that state’s prisons, and the other a 

Guatemalan lawsuit in which two former military members were convicted of 
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sexual violence against the indigenous Mayan population in a small 

Guatemalan town during the height of the Guatemalan civil war – this essay 

demonstrates that plaintiff participation is both possible and often necessary 

to successful impact litigation. The article also encourages lawyers and 

researchers to explore the possibilities and difficulties of plaintiff participation 

in these kinds of lawsuits. The last section of the article explores the Latin 

American roots of participatory litigation of the type cases represented by the 

Guatemalan and California cases discussed in the essay. Both of these cases 

can trace their roots to the theory of “accompaniment” practiced by the Latin 

American liberation theologians in the 1970s and 80s, which was transported 

by lawyers into litigation. 

Keywords: Class action; Strategic litigation; Impact litigation; Participation; Plaintiffs decision-

making. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

El método principal que utilizan los abogados cuando litigan casos de reforma legal, 

estratégicos o de demanda colectiva tanto en Estados Unidos como en América Latina es que los 

abogados tomen prácticamente todas las decisiones de litigio estratégicas o tácticas y que las personas 

que representan apenas participen en las decisiones del caso. Por ejemplo, hay juristas y otros que 

critican los litigios de demanda colectiva en los Estados Unidos por considerarlos jerárquicos, 

elitistas y antidemocráticos al promover al abogado como agente de cambio, al tiempo que relegan 

el activismo de masas a un papel subordinado.
1

 Si bien los litigios de impacto en los Estados Unidos 

han resultado en muchos cambios legales e institucionales radicales, "rara vez están diseñados para 

dar voz a las propias percepciones de los clientes sobre sus necesidades", y los abogados a menudo 

hacen poco o ningún esfuerzo para involucrar o empoderar a los clientes en el proceso de litigio.
2

 

En las demandas colectivas, los demandantes suelen ser excluidos de cualquier función, y los 

tribunales incluso permiten que los abogados resuelvan las reclamaciones a pesar de la oposición de 

la mayoría de los demandantes o miembros del grupo.
3

 

Los demandantes en casos de derechos humanos en América Latina también sufren de falta 

de participación en el proceso litigioso. Como ha señalado la profesora Judith KIMERLING, 

“Las ONG que pretendían defender los derechos humanos y a sus asociados con demasiada 

frecuencia... marginaban a las personas y comunidades en nombre de las cuales se supone 

que estas ONG deben defender”.
4

 

Sin embargo, casos recientes tanto en Estados Unidos como en América Latina ilustran las 

posibilidades del litigio participativo. Este ensayo discutirá varios casos importantes que involucran 

litigios estratégicos de impacto que se centraron en un modelo participativo. La primera es una 

demanda colectiva en Estados Unidos en la que presos impugnaron con éxito su prolongado 

régimen de aislamiento en California.
5

 El segundo es un caso de Guatemala en el que los 

 
1

 HILBINK (2006), p. 64. 
2

 WHITE (1987-1988), pp. 535, 545, 541. 
3

 ELLMAN (1992), p. 1120. 
4

 KIMERLING (2013), pp. 241, 292. 
5

 Ashker v. Governor of California, No.09-cv-05796 (ND Cal.). 
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sobrevivientes de violencia sexual y de género, con la ayuda de varias ONG, pudieron iniciar un 

procesamiento exitoso de sus abusadores.
6

 Finalmente, este ensayo sostiene que este modelo de 

litigio participativo en desarrollo tiene raíces clave en la historia y la teoría latinoamericanas, aunque 

no en la teoría jurídica. La teología de la liberación latinoamericana de la segunda mitad del siglo 

XX se basó en gran parte en el concepto de acompañamiento, en el que el papel del sacerdote era 

ayudar a empoderar a los pobres en su búsqueda de justicia. Esta idea de acompañamiento fue 

llevada al contexto legal de Estados Unidos por Staughton y Alice LYND en su litigio a favor de los 

prisioneros, y fue un componente clave de la lucha de las mujeres guatemaltecas.
7

 Así también, la 

metodología del educador brasileño Paulo FREIRE articulada en Pedagogía del oprimido, que 

postula al estudiante y a los profesores como socios iguales en una experiencia de aprendizaje 

dialógico, puede verse como una de las inspiraciones de lo que la profesora Lucy WHITE ha 

denominado una “práctica legal de tercera dimensión”, en la que el abogado con habilidades 

profesionales participa en una “práctica de aprendizaje mutuo” con comunidades oprimidas.
8

 

Escribo este artículo como académico y como abogado clave en uno de los casos de estudio 

que se presenta: el de la demanda colectiva que impugnó con éxito el régimen de aislamiento 

prolongado en California. Esa experiencia me proporciona ideas valiosas sobre la naturaleza 

participativa del litigio, pero también posiblemente limita mi objetividad y alimenta un exceso de 

optimismo sobre los logros y posibilidades del litigio participativo. 

Un académico como yo, que escribe sobre un tema en el que es a la vez participante e 

investigador, debe involucrarse en un proceso continuo de autorreflexión y cuestionamiento para 

garantizar que el conocimiento académico no sea ni idealización ni optimismo excesivo. En este 

artículo, ese proceso significa plantear y abordar preguntas críticas como las siguientes. ¿Cuáles 

fueron algunos de los obstáculos que se enfrentaron al desarrollar un modo participativo de litigio? 

¿Realmente los demandantes tuvieron capacidad de decisión significativa en las distintas etapas de 

la demanda? ¿Hubo áreas en las que podrían haber participado más, pero donde los abogados 

usurparon el papel potencial de los demandantes? ¿Hasta qué punto los abogados no cuestionaron 

adecuadamente los roles subordinados que desempeñaron los demandantes? ¿Eran los 

demandantes prisioneros únicos, de modo que las lecciones extraídas de la demanda colectiva no 

son aplicables en general? Finalmente, ¿cómo se sintieron los propios demandantes acerca de la 

experiencia del litigio? 

II. EL MODELO TRADICIONAL DE LITIGIO ESTRATÉGICO 

El modelo tradicional de litigio estratégico, de demanda colectiva y de impacto generalmente 

evita el activismo y la participación de los demandantes. En Estados Unidos, el ejemplo más 

destacado de litigio exitoso de impacto en el siglo XX
 

fue la campaña legal de la NAACP para poner 

fin a la segregación racial. Sin embargo, esa exitosa campaña consideró que los abogados, no los 

clientes o los participantes en la lucha, desempeñaban el papel principal. 

Por ejemplo, Thurgood Marshall, el brillante abogado que argumentó Brown contra la Junta 
de Educación, veía a los tribunales, no al activismo de masas, como el lugar central para lograr la 

igualdad racial.
9

 Expresó su escepticismo sobre el boicot a los autobuses de Montgomery, en el que 

 
6 Ministerio Público v. Reyes & Valdés (2016), en 1, (en adelante “Sepur Zarco”). 
7

 SÁCOUTO, FORD OUOBA y MARTIN (2022), p. 53. 
8

 WHITE (1988), pp. 761–62; FREIRE (1970). 
9

 RUBINOWITZ, SHAW y CROWDER (2016), p. 528. 
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la población negra de Montgomery boicoteó el sistema de autobuses segregados de la ciudad y ganó 

atención nacional. Marshall afirmó que desmantelar Jim Crow “era trabajo de hombres y no debería 

confiarse a los niños”
10

 y que “todo ese caminar para nada. También podrían haber esperado la 

decisión del Tribunal”.
11

 Derrick Bell, abogado de la NAACP y más tarde un destacado profesor de 

derecho, escribió una influyente crítica de la defensa legal de la NAACP sobre la desegregación 

escolar, argumentando que los abogados estaban desconectados, desinteresados y, a veces, incluso 

opuestos a las opiniones de sus clientes.
12

 Ella Baker, una influyente activista de derechos civiles, 

criticó la estrategia de la NAACP porque “la estrategia legal 'tenía que ser' dirigida por abogados y 

otros profesionales, dejando a la mayor parte de la enorme base de masas (…) poco papel 

significativo en el desarrollo de políticas y programas, excepto recaudar fondos y celebrar las victorias 

a medida que se producían”.
13

 

De la misma manera, los litigios sobre derechos humanos que involucran a demandantes 

latinoamericanos también se han visto afectados por la falta de participación de los demandantes. 

Un ejemplo destacado de litigio de derechos humanos impulsado por abogados es la demanda en 

curso de 30 años contra Texaco/Chevron por contaminar y dañar las tierras de los pueblos indígenas 

durante la extracción de petróleo en la región amazónica de Ecuador. En 1993, abogados de 

demandas colectivas radicados en Estados Unidos presentaron un caso contra Texaco en un tribunal 

federal de Nueva York en nombre de unos 30.000 indígenas y colonos residentes en Ecuador.
14

 Si 

bien la demanda colectiva de Nueva York fue desestimada por motivos de forum non-conveniens,
15

 
los abogados finalmente ganaron una enorme sentencia en Ecuador, que ha sido atacada cuando se 

ha buscado su ejecución en tribunales estadounidenses o internacionales.
16

 

Sin embargo, lo más importante para este ensayo es que los pueblos indígenas cuyos 

derechos estaban involucrados en esa demanda prácticamente no desempeñaron ningún papel en 

la acción. Los abogados seleccionaron a los demandantes y definieron la clase sin consultar a los 

grupos locales.
17

 La denuncia no fue traducida al español ni distribuida a la comunidad. La profesora 

Judith KIMERLING, cuya investigación fue la base de las acusaciones de daños ambientales en la 

denuncia y que trabajó en estrecha colaboración con la comunidad indígena, escribió más tarde que 

las “élites litigantes” no “permitieron una participación significativa de las comunidades indígenas 

afectadas en los procesos de toma de decisiones”.
18

 De hecho, con el tiempo “la demanda pareció 

llevar la lucha del Amazonas a tribunales distantes”.
19

 Peor aún, en 1999, informes de prensa 

revelaron que se estaban llevando a cabo negociaciones secretas para llegar a un acuerdo entre los 

abogados de los demandantes y Texaco. Cuando los grupos locales intentaron preguntar sobre el 

estado de estas conversaciones, los abogados de los demandantes las negaron, aunque Texaco reveló 

más tarde que las negociaciones habían estado ocurriendo durante aproximadamente un mes.
20

 

 
10

 BRANCH (1988), pp. 189-190. 
11

 RUBINOWITZ et al. (2016), p. 528. 
12 

BELL, Jr. (1976), p. 470. 
13

 PAYNE (1995), p. 87; HILBINK (2006), p. 65. 
14

 Aguinda v. Texaco 303 F.3d 470 (2d Cir. 2002). 
15

 Aguinda v. Texaco 303 F.3d 470 (2d Cir. 2002). 
16

 BARZALLO (2021). 
17

 KIMERLING (primavera de 2000). 
18 

KIMERLING (2013), p. 286. 
19

 KIMERLING (2013). 
20

 KIMERLING (2013). 
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Después de que la Corte de Apelaciones del Segundo Circuito confirmara la desestimación 

de la demanda colectiva en 2002 sobre la base de forum non-conveniens, muchos de los 

demandantes originales de Aguinda presentaron una nueva demanda en Ecuador. Sin embargo, 

entre los demandantes no había representantes de varias comunidades indígenas importantes 

afectadas.
21

 Además, la demanda buscaba una orden que ordenara a ChevronTexaco proveer fondos 

para remediar el daño únicamente al Frente de Defensa del Amazonas, una organización de colonos 

con estrechos vínculos con los abogados de los demandantes pero sin representación de importantes 

comunidades indígenas. Al parecer, la decisión de conceder la reparación solicitada a esta 

organización fue tomada por los abogados sin consultar a los demandantes.
22

  

La demanda ecuatoriana interpuesta tras el sobreseimiento de Aguinda por parte del 

Segundo Circuito continuó la problemática dinámica por la cual las ONG que afirmaban apoyar a 

las comunidades afectadas básicamente dejaban la conducción del litigio, incluida la propuesta de 

un plan de reparación, a los abogados.
23

 Después de que los demandantes de Aguinda ganaran una 

enorme sentencia en Ecuador, Chevron demandó al abogado principal de los demandantes, Steven 

Donziger, y a otros cincuenta y cuatro abogados y organizaciones que trabajaron en el caso 

ecuatoriano en la Corte Federal de Nueva York, y también impugnó la validez de la sentencia en un 

procedimiento de arbitraje contra Ecuador en La Haya.
24

 Las comunidades indígenas se movilizaron 

para intervenir en la acción ante el Tribunal Federal de Nueva York para defender la sentencia 

ecuatoriana, alegando que los abogados demandantes y las ONG claves no los representaban 

adecuadamente, alegando que las decisiones importantes se tomaron sin su participación o consulta 

y que fueron privadas de información significativa sobre cuestiones clave de reparación.
25

 Esa moción 

fue rechazada tanto por los demandantes como por Chevron, y fue denegada por el Tribunal.
26

 

Judith KIMERLING, quien trabajó estrechamente con las comunidades indígenas, concluyó 

que “la falla de los abogados de los demandantes y sus ONG que los apoyan en fomentar procesos 

transparentes, participativos y responsables para la toma de decisiones por parte de los demandantes 

(…) amenaza el potencial del caso (…)”.
27

 

El litigio ecuatoriano tampoco es un incidente aislado. Un estudio reciente de veintisiete 

casos climáticos basados en derechos humanos en América Latina concluyó que las organizaciones 

con más probabilidades de presentar demandas climáticas “tienden a estar altamente 

profesionalizadas y a defender un espíritu bastante tecnocrático”.
28

 Además, de los veintisiete casos, 

solo uno ha sido presentado por miembros de comunidades indígenas porque las organizaciones 

que trabajan en litigios climáticos “no quieren o no pueden incluir a las organizaciones indígenas 

locales en su estrategia, que tiende a diseñarse y desarrollarse en los centros de poder o áreas 

 
21

 Demanda de los demandantes dirigida al Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Nueva Loja, María 

Aguinda Salazar v. Chevron Texaco Corp. (presentada el 7 de mayo de 2003); KIMERLING (2006), pp. 413 

y 631. 
22 

KIMERLING (2006), pp. 631–33. 
23

 KIMERLING (2006), pp. 649–50, 659–60.   
24

 Véase en general, PLAINTIFFS’ AMENDED COMPLAINT (2011), Chevron Corp. v. Donziger, No. 11-CV-

0691 (LAK) (SDNY 20 de abril de 2011); KIMERLING (2013), p. 245. 
25

 KIMERLING (2013), pp. 287–90. 
26

 KIMERLING (2013), p. 289. 
27

 KIMERLING (2006), p. 659. 
28 

AUZ (2022). 
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urbanas”.
29

 De manera similar, cuando un camión contratado por una mina para transportar 

mercurio venenoso se volcó y derramó mercurio cerca de la aldea indígena peruana de 

Choropampa, los aldeanos y sus partidarios recurrieron a la protesta pública. Luego se presentaron 

abogados estadounidenses y prometieron una demanda, pero nunca informaron a los pueblos 

indígenas sobre lo que estaban haciendo excepto para conseguir que firmaran un poder, 

permitiéndoles llegar a acuerdos individuales en su nombre. Por tanto, muchos se vieron privados 

de una indemnización adecuada.
30

 

III. DESARROLLO DE UN MODELO PARTICIPATIVO DE LITIGIO ESTRUCTURAL Y DE CLASE 

Una demanda colectiva reciente en la que yo fui uno de los abogados marca una clara ruptura 

con la práctica tradicional de demanda colectiva en el sentido de que los abogados entablaron una 

relación dialógica equitativa con los clientes, y cada uno de ellos aportó habilidades y conocimientos 

a su lucha mutua. En este caso, los abogados involucraron activamente a los clientes en todas las 

fases del litigio y centraron el litigio en torno a las voces de los clientes. Este marco participativo 

utilizó el litigio para empoderar a los clientes a través de su participación activa y colectiva en la 

demanda. 

3.1. La lucha de los presos y la demanda contra el aislamiento 

Este caso involucró a una clase de más de 1.000 prisioneros encarcelados en régimen de 

aislamiento prolongado en la Prisión Estatal Pelican Bay de California. Fueron aislados en celdas 

sin ventanas de 8 x 10 pies (2,44 x 3,05 metros) durante veintidós horas al día. Estaban prohibidas 

las llamadas telefónicas o las visitas de contacto con familiares o amigos. Sólo salían de su celda 

aproximadamente una hora y media al día para “recrearse” solos en un área vacía algo más grande 

que tenía paredes de cinco metros de alto y un techo parcial de rejilla que permitía poca luz solar 

directa. Estos prisioneros no tenían programas educativos o vocacionales y no habían visto árboles, 

pájaros o césped, ni tocado a ningún ser humano durante años.
31

 

En 2011, aproximadamente 500 de estos prisioneros habían estado en régimen de 

aislamiento durante más de diez años, setenta y ocho durante más de dos décadas.
32

 No fueron 

puestos en régimen de aislamiento por faltas graves de conducta en prisión, ni por la gravedad del 

delito por el que habían sido condenados, sino más bien por una vaga supuesta asociación con una 

banda carcelaria. Bastaron tatuajes, obras de arte, escritos políticos y tarjetas de felicitación. Sólo una 

vez cada seis años se revisaba su régimen penitenciario y prácticamente todos eran mantenidos en 

él por argumentos superficiales. Las únicas salidas eran terminar el período de prisión, convertirse 

en informante o morir.
33

 

Sorprendentemente, dado su aislamiento, estos prisioneros organizaron dos huelgas de 

hambre en 2011 que involucraron a miles de prisioneros, atrajeron la atención de los medios 

nacionales e internacionales
34

 y finalmente atrajeron al Centro de Derechos Constitucionales (CCR 

en inglés) para que los representara en una demanda colectiva ante un tribunal federal. La 

 
29 

AUZ (2022). 
30

 LI (2017), pp. 185 – 91. 
31

 HULL et al. (2013); Ver también REITER (2016). 
32 

HULL et al. (2013), párr. 33; SMALL (2011). 
33

 REITER (2012). 
34

 Véase, por ejemplo, CNN WIRE STAFF (2011); LOVETT (8 de julio de 2011); LÓPEZ (29 de septiembre de 

2011). 
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representación de estos prisioneros por parte del CCR es un ejemplo de “abogado de movimientos 

sociales” [movement lawyering], en el que los abogados representan movimientos políticos y sociales 

utilizando una estrategia multifacética que considera los litigios de impacto como un aspecto de una 

campaña activista más amplia.
35

 Sin embargo, a diferencia de la mayoría de los litigios de impacto, 

los abogados del CCR involucraron activamente a los demandantes de base en todos los aspectos 

del litigio, incluidos los componentes indispensables como elegir a los representantes del grupo, 

decidir sobre las reclamaciones a presentar, tomar importantes decisiones tácticas de litigio, negociar 

y ratificar un acuerdo de conciliación, y seguimiento del cumplimiento del mismo.
36

 

Un aspecto clave del marco participativo es obtener la confianza y el respeto mutuo de los 

demandantes. Un obstáculo y una tensión importante que enfrentaron los abogados fue que la 

abrumadora mayoría de los prisioneros eran negros o hispanos y los abogados clave del CCR no lo 

eran. Si bien las huelgas de hambre y la demanda colectiva se basaron en el mantenimiento de la 

unidad racial y étnica, las tensiones raciales continuaron existiendo. Por ejemplo, un demandante 

negro clave nos instó en varias ocasiones a contratar a un abogado negro para el equipo legal. 

Hicimos un esfuerzo para hacerlo, pero solo tuvimos un éxito parcial, ya que reclutamos a varios 

abogados negros que permanecieron en el caso durante varios años, pero que en último término se 

iban por otros trabajos. Durante los últimos cinco años, todos los abogados clave del caso han sido 

blancos. 

Otro desafío serio para superar la falta de confianza que estos demandantes habían 

experimentado con los abogados fue el geográfico. El CCR estaba ubicado en la ciudad de Nueva 

York, yo vivía en Pittsburgh, Pensilvania, donde enseñaba en la Facultad de Derecho de la 

Universidad de Pittsburgh. Tanto Nueva York como Pittsburgh estaban a más de 3000 millas (más 

de 4800 kilómetros) de distancia de la prisión de California. El litigio participativo requiere un alto 

grado de contacto y comunicación entre los demandantes y los abogados. Para empeorar las cosas, 

el contacto telefónico con los demandantes parecía imposible, porque California generalmente 

prohibía a estos prisioneros hacer o recibir llamadas telefónicas, incluso con abogados.
37

 

Para ayudar a desarrollar la confianza necesaria para el litigio participativo, obtuvimos la 

asistencia de abogados de California para litigar el caso con el CCR. Esos abogados podían reunirse 

periódicamente con los demandantes, aunque incluso eso requería un viaje de 7 horas desde San 

Francisco a Pelican Bay, y estuvieron comprometidos a brindar apoyo político y defensa que 

vinculara la demanda con los propios esfuerzos políticos de los prisioneros en sus huelgas de 

hambre. 

Además, una de las primeras cosas que hicimos una vez que se inició la demanda colectiva 

fue presentar una moción ante el tribunal para obtener llamadas telefónicas periódicas con todos los 

demandantes nombrados. Lo logramos y el tribunal ordenó a California que me permitiera llamar 

a cada uno de los demandantes cada dos semanas. Las visitas continuas de los abogados de 

California, mis llamadas telefónicas quincenales a ellos y mis visitas ocasionales en persona a 

California ayudaron a crear la confianza esencial para el litigio participativo. 

3.1.1 Elección de los representantes del grupo 

 
35 

GUINIER y TORRES (2014); CUMMINGS (2017); CARLE y CUMMINGS (2018); ARQUERO (2019). 
36

 Para un análisis más detallado y profundo de este caso y las estrategias de la abogacía, ver LOBEL (2022). 
37

 Véase, por ejemplo, Cal. Code Regs. Tit. 15 Sec. 3282(g)(6)(2021). 
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Buscamos revertir el papel tradicional de los representantes de clase. A diferencia del cliente 

en una demanda tradicional, el representante del grupo en una demanda colectiva suele ser una 

“figura decorativa” o “simbólica”.
38

 Como concluyó una encuesta empírica, “hay muy poco o ningún 

intento activo por parte de los abogados de organizar a los miembros del grupo para que participen 

en la demanda o se dediquen a otras actividades complementarias a la demanda”.
39

 Nuestro equipo 

legal rechazó ese modelo, basando la demanda colectiva de Pelican Bay en la colaboración mutua 

entre abogados y prisioneros. 

Nuestro primer paso fue elegir conjuntamente a los demandantes/representantes del grupo 

nombrados para decidir sobre cuestiones relacionadas con la demanda. La experiencia de los 

prisioneros era que los abogados “seleccionaban” a los demandantes nombrados para elegir a los 

representantes tradicionalmente más comprensivos y eliminar a los demandantes que pudieran ser 

problemáticos.
40

 Se opusieron a ese procedimiento. 

Por lo tanto, los abogados no eligieron simplemente a los prisioneros que tenían los hechos 

más convincentes que provocarían la respuesta más comprensiva de un juez. Tampoco elegimos 

demandantes que probablemente serían pasivos. En cambio, los presos y los abogados 

seleccionaron mutuamente a los demandantes basándose en tres criterios: líderes de la huelga de 

hambre; aquellos que presentarían hechos muy convincentes; y representantes de cada grupo étnico 

y racial. Finalmente seleccionamos a diez demandantes designados: tres de los cuatro líderes 

principales de la huelga de hambre,
41

 dos blancos, cuatro afroamericanos, un hispano del norte y 

tres hispanos del sur. Todos habían participado activamente en las huelgas de hambre y 

representaban a todos los grupos étnicos y raciales perjudicados por la política de California. 

3.1.2 Toma de decisiones del demandante al presentar reclamaciones ante el tribunal 

En los litigios estructurales, a los abogados se les otorga una amplia autoridad para tomar 

decisiones bajo la teoría de que los clientes no están preparados para tomar determinaciones legales 

complicadas.
42

 En el litigio de Pelican Bay, los abogados procedieron desde una perspectiva 

radicalmente diferente de los roles abogado-cliente. Las decisiones más importantes sobre el litigio 

se tomaron en colaboración. A menudo hubo diferencias de opinión sobre las tácticas y, en general, 

tomamos decisiones de manera colaborativa y colectiva, respetando los abogados y demandantes las 

opiniones, conocimientos y habilidades de cada uno. 

Un ejemplo importante de cómo los abogados escucharon y respetaron los argumentos de 

los demandantes se produjo en el contexto de nuestra respuesta a la moción de desestimación de 

los demandados.
43

 Justo antes de que los demandados presentaran su moción de desestimación, 

recibimos un documento extenso, titulado “Memorando de puntos y autoridades presentado para 

su consideración por los abogados y representantes del grupo sobre castigos crueles e inusuales y 
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debido proceso”, de un prisionero, Edwardo DUMBRIQUE.
44

 DUMBRIQUE, que había aprendido 

derecho por su cuenta, había mantenido correspondencia conmigo antes de presentar la denuncia.  

El memorando fue su respuesta a mi carta solicitando sus “perspectivas jurídicas y fácticas, y puntos 

de vista estratégicos y tácticos”.
45

 

Los argumentos de DUMBRIQUE eran impresionantes, pero al principio me sentí escéptico. 

Sin embargo, planteé el punto de DUMBRIQUE a los abogados y a los demandantes nombrados, y 

acordamos incluirlo con convicción en nuestra oposición a la moción de desestimación de los 

demandados.
46

 Por lo tanto, cambiamos significativamente nuestro argumento basándonos en las 

ideas y la intervención de DUMBRIQUE. Finalmente, el Estado aceptó el punto de DUMBRIQUE y 

acordó que no pondrían a los prisioneros en aislamiento prolongado basándose en la participación 

en pandillas, sino sólo después de una declaración de culpabilidad por mala conducta en un proceso 

disciplinario. 

3.1.3 Amplificar las voces de los demandantes 

La defensa legal participativa requiere que el abogado ayude al cliente a hablar y articular sus 

reclamos con su propia voz. En las iniciativas de abogacía participativa más impresionantes que 

involucran a individuos, el abogado, el estudiante de derecho y/o la comunidad ayudan al 

trabajador,
47

 al inquilino o propietario de la vivienda
48

 o al acusado penal
49

 a presentar su propio caso 

ante el tribunal. Sin embargo, los litigios de acción colectiva de impacto limitan fuertemente las 

oportunidades de que se escuchen las voces de los miembros de la clase. Lo mejor que puede hacer 

una abogada es reflejar con precisión las voces de las personas marginadas que representa, hablar 

por ellas, defenderlas, algo parecido a lo que la profesora PITKIN denominó “actuar por” la 

representación.
50

 Para ello, el abogado debe comprender lo que quieren los demandantes y lo que 

dirían si tuvieran la oportunidad. En el juicio, los demandantes normalmente tendrían la 

oportunidad de testificar, pero en un contexto legal cuidadosamente circunscrito y coreografiado en 

el que el abogado los guía de una manera que respalde el argumento que el abogado cree que ofrece 

las mejores posibilidades de éxito.
51

 

Buscamos trascender el modelo representativo y encontrar algún mecanismo para que las 

voces de los presos fueran escuchadas a través del litigio. La tarea era intimidante porque el CDCR 

prohibió las entrevistas con los medios de comunicación a los prisioneros y cualquier grabación 

excepto las realizadas en antiguas grabadoras del CDCR, siendo las grabaciones resultantes 

prácticamente indescifrables. 

Por lo tanto, nuestra demanda articuló con gran detalle las propias descripciones de los 

demandantes de su opresión. También trabajamos con Gabriel Reyes, uno de los diez demandantes 

designados en la demanda enmendada, en una columna de opinión que publicó en la que explicaba 
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los brutales hechos de su confinamiento solitario. CCR también publicó y publicitó declaraciones
52

 

personales de la mayoría de los diez demandantes designados y varios de sus familiares.
53

 

También buscamos un mecanismo para humanizar a nuestros clientes haciéndoles hablar 

por audio y video al público. Las proscripciones del CDCR significaron que estos prisioneros habían 

sido desarticulados y silenciados, y sus voces sólo se escuchaban de segunda mano en artículos 

periodísticos sobre las huelgas de hambre. Durante varios años no pudimos lograr este objetivo, 

hasta que insistimos en que el CDCR grabara en video las declaraciones de los demandantes. 

Después de recibir los videos de las declaraciones, CCR hizo un video corto compuesto de 

clips de algunas de las declaraciones. Enviamos el vídeo al New York Times, que publicó una 

extensa historia sobre el caso e incluyó un enlace a los vídeos de los demandantes.
54

 El poderoso 

video, de cuatro minutos y medio, incluía a cuatro demandantes, Todd Ashker, George Franco, 

Gabriel Reyes y Paul Redd, discutiendo los efectos del aislamiento. Quizás el momento más 

dramático fue cuando Paul Redd, un hombre de 57 años de constitución fuerte, dice: “a veces tengo 

ganas de escribirle al juez y decirle: simplemente deme la pena de muerte”, y rompe a llorar.
55

 

Un aspecto clave de la abogacía participativa es la participación comunitaria y familiar, y 

tuvimos la suerte de que las huelgas de hambre generaron un grupo unido de familiares de presos, 

Familias de California contra el Confinamiento Solitario.
56

 Trabajamos estrechamente con 

familiares, un familiar habló en muchas de nuestras conferencias de prensa y a menudo me reunía 

con el grupo en Los Ángeles. Sin embargo, reflexionando, mis reuniones con las familias utilizaron 

el modelo jerárquico tradicional. Hacía una presentación sobre el caso que todos pudieran entender, 

seguida de una animada sesión de preguntas y respuestas. Fue sólo recientemente cuando cambié 

este formato y las reuniones comenzaron con presentaciones bastante extensas de familiares y ex 

prisioneros sobre sus propias historias y actividades, lo que me permitió obtener información sobre 

las vidas y perspectivas de los miembros de nuestra clase y sus familias. 

3.1.4 Negociaciones para llegar a un acuerdo: empoderar al colectivo 

Otro componente clave del litigio de acción colectiva participativa es el papel que 

desempeñan los demandantes en las negociaciones para llegar a un acuerdo. Por lo general, en las 

demandas colectivas, las negociaciones para llegar a un acuerdo son manejadas exclusivamente por 

los abogados sin mucha participación o, como en el caso de Ecuador, ninguna participación de los 
demandantes. Nuestro objetivo, por el contrario, no era sólo lograr las reformas necesarias del 

régimen de aislamiento de California, sino también utilizar el proceso de litigio para empoderar 

colectivamente a los demandantes. Por lo tanto, cualquier negociación de conciliación tenía que ser 

un proceso colectivo, en el que los demandantes participaran activamente en el proceso de 

negociación y tuvieran la decisión final sobre si llegarían a un acuerdo. De hecho, dado que los 

demandantes suelen tener un mayor conocimiento de las condiciones y los problemas que 

enfrentan, se encuentran en una posición clave para encontrar posibles soluciones y remedios. 
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Decidimos que antes de iniciar cualquier negociación de conciliación, teníamos que 

reunirnos colectivamente con los representantes del grupo, para que pudieran decidir sobre sus 

demandas para llegar a un acuerdo. Los funcionarios penitenciarios de California se opusieron 

firmemente a cualquier reunión colectiva en persona con estos prisioneros en régimen de 

aislamiento, alegando que crearía un riesgo de seguridad sin precedentes. Nosotros, sin embargo, 

perseveramos y ganamos el derecho a tener una reunión colectiva. 

Así, en junio de 2013, la abogada Anne Weills y yo tuvimos una reunión extraordinaria y sin 

precedentes de tres horas con los diez representantes. Todos los prisioneros fueron colocados en 

jaulas individuales con puertas de vidrio y malla de alambre que les permitían verse y oírse unos a 

otros. Siguió una discusión animada y respetuosa, en la que los prisioneros discutieron sus demandas 

clave que los abogados deberían presentar a los funcionarios de la prisión. En una segunda reunión 

de seguimiento, celebrada ese mismo año, los prisioneros profundizaron en estas demandas y 

elaboraron una serie de propuestas para resolver el caso. 

Fue necesario más de un año de intenso de litigación pre-juicio para convencer a los 

demandados de entablar conversaciones serias para llegar a un acuerdo, y cuando lo hicieron, 

insistimos en que los demandantes desempeñaran un papel clave en las negociaciones. En ese 

momento, muchos de los representantes habían sido trasladados de Pelican Bay a otras prisiones 

de California, por lo que no pudimos reunirnos colectivamente en persona. Entonces, después de 

cada ronda de negociaciones, los abogados tenían una conferencia telefónica con los representantes 

para repasar las propuestas punto por punto, de modo que los demandantes tuvieran el papel 

principal a la hora de aceptar o rechazar los términos del acuerdo y sugerir modificaciones. 

Una pregunta preocupante sobre las negociaciones del acuerdo es por qué los abogados 

negociaron realmente con los funcionarios penitenciarios de California y relegaron a los 

demandantes a revisar y responder a los borradores. Desde un marco participativo, es preferible 

que los representantes de los demandantes participen en la propia negociación. El hecho de que los 

abogados lo hicieran solos reproducía los roles subordinados de los prisioneros. 

Esta pregunta plantea un problema estructural fundamental con el concepto de litigio 

participativo: dependíamos de la aceptación de la participación por parte de otros actores: el tribunal 

y los demandados. Por ejemplo, al principio del caso solicitamos que el juez del Tribunal de Distrito 

permitiera que los representantes de los demandantes estuvieran presentes en las audiencias 

judiciales por videoconferencia (ya que era oneroso para ellos ser trasladados 7 horas desde Pelican 

Bay a Oakland, California, donde se llevaban a cabo las audiencias).  El juez denegó sumariamente 

nuestra solicitud. 

Cuando las negociaciones para llegar a un acuerdo se volvieron serias, los demandados 

dejaron claro que no negociarían directamente con los demandantes. De hecho, ni siquiera 

quisieron negociar directamente con ninguno de los abogados activistas de California. No pudimos 

lograr que negociaran con los demandantes, pero insistimos en que yo y uno de los abogados 

activistas de California que tenía una larga historia de apoyo a los prisioneros y en quien más 

confiaban constituíamos nuestro equipo negociador. Luego insistimos en que los demandantes 

pudieran revisar cada borrador y presentar sus disconformidades, sugerencias y comentarios a través 

de los abogados. No es lo ideal, pero uno puede preguntarse si fue lo mejor que pudimos conseguir. 

Quizás deberíamos haber presionado más en favor de un papel más protagónico de los 

demandantes en las negociaciones. 
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Finalmente, después de meses de negociación, la etapa final fue que los demandantes 

tuvieran una conferencia telefónica para discutir y decidir si aceptaban el acuerdo, el que 

incorporaba la mayoría de sus demandas. Luego de una intensa reunión en la que los demandantes 

expresaron sus puntos de vista, se procedió a una votación y los demandantes presentes en la reunión 

acordaron por unanimidad ratificar el acuerdo. 

Antes y durante la reunión surgieron algunas de las tensiones que habían estado latentes bajo 

la superficie, particularmente entre algunos de los demandantes afroamericanos y el resto de los 

demandantes y los abogados. Uno de los demandantes afroamericanos estuvo totalmente en 

desacuerdo con el acuerdo y se negó a asistir a la reunión. Por respeto, no quiso votar en contra del 

acuerdo, pero tampoco quería que su nombre se asociara con él. Nuestro principal demandante 

afroamericano estaba dividido entre la oposición de varios prisioneros negros radicales alojados 

cerca de él, sus propias reservas sobre el acuerdo y la necesidad de unidad entre los demandantes. 

Al final concluyó la reunión diciendo que votaría a favor del acuerdo en aras de la unidad. El proceso 

de conciliación había puesto a prueba la confianza entre los demandantes y sus abogados, pero en 

general la confianza se había logrado mantener. 

El acuerdo resultante recibió elogios generales en el país y proporcionó lo que el New York 
Times denominó un “gran empujón” al movimiento para reformar y limitar el uso del aislamiento 

prolongado.
57

 Los demandantes publicaron su propia declaración, redactada por ellos en la reunión, 

afirmando eso. 

“Este acuerdo representa una victoria monumental para los presos y un paso importante 

hacia nuestro objetivo de poner fin al confinamiento solitario en California y en todo el país. 

El acuerdo de California de abandonar el confinamiento indeterminado en SHU basado en 

afiliación a pandillas demuestra el poder de la unidad y la acción colectiva. Esta victoria se 

logró gracias a los esfuerzos de las personas en prisión, sus familias y seres queridos, 

abogados y simpatizantes externos (…). Celebramos esta victoria y, al mismo tiempo, 

reconocemos que lograr nuestro objetivo de transformar fundamentalmente el sistema de 

justicia penal y poner fin a la práctica de mantener a personas en prisión será una lucha 

prolongada. Estamos totalmente comprometidos con ese esfuerzo y los invitamos a unirse a 

nosotros”.
58

 

3.1.5 Seguimiento y ejecución del acuerdo 

El pensamiento tradicional sobre litigios de impacto a menudo oscurece los obstáculos y 

problemas del monitoreo y la aplicación, centrándose en cambio en “ganar” el caso. La participación 

de los demandantes es particularmente importante en la implementación de reformas estructurales, 

ya que a menudo comprenden los problemas involucrados en la reforma del sistema mucho mejor 

que los abogados. 

El acuerdo de conciliación tenía previsto que los demandantes desempeñaran un papel 

importante en el seguimiento. Se requirió una reunión semestral entre los cuatro principales 

representantes penitenciarios que representaban a los varios grupos étnicos del sistema penitenciario 

de California y los acusados para discutir la implementación del acuerdo. El Acuerdo también 

dispuso una reunión telefónica anual entre todos los demandantes y los abogados, y una reunión 

entre los representantes de los demandantes y los expertos de los demandados para evaluar una 

reforma importante establecida en el Acuerdo. El Acuerdo de Conciliación casi fracasó cuando los 
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funcionarios de California aceptaron las reformas sustantivas, pero se negaron a aceptar cualquier 

disposición participativa. Dijeron que estaban dispuestos a aceptar el seguimiento por parte de los 

abogados, pero no por parte de los propios demandantes. El juez Vadas resolvió la disputa 

acordando que en el Acuerdo deberían figurar disposiciones participativas, pero reduciendo la 

frecuencia de las reuniones. 

El ejemplo más destacado de aplicación de la ley participativa fue cuando los demandantes 

y los abogados descubrieron que muchas personas transferidas de prisiones de aislamiento a 

prisiones de población general estaban pasando menos tiempo fuera de la celda que en régimen de 

aislamiento. Presentamos una moción de ejecución argumentando que esta práctica violaba el 

Acuerdo de Conciliación. El juez Wilken estuvo de acuerdo con nosotros y ordenó a las partes 

reunirse y consultar ante el juez de primera instancia para determinar una solución. 

Los representantes de los demandantes y los abogados acordaron que los demandantes 

tomarían la iniciativa en la conferencia en la sala del tribunal. Después de mi breve introducción, 

cada representante presentó un breve análisis de un problema diferente que enfrentan los 

demandantes en Población General y una solución propuesta: poca cantidad de tiempo fuera de la 

celda, falta de trabajos en prisión, pocas oportunidades educativas, ninguna programación de 

rehabilitación. Los funcionarios de California no hicieron cambios significativos después de esta 

reunión y, en general, las disposiciones de aplicación participativa del Acuerdo no han dado 

resultados importantes. Pero el logro de obligar a los demandados a negociar con los demandantes 

fue importante. 

En mis discusiones y mi solicitud de comentarios sobre el concepto de litigio participativo, 

varios de los demandantes de Pelican Bay han enfatizado cuán diferente fue su experiencia en este 

caso de litigios anteriores en los que estuvieron involucrados. Tanto ellos como yo sentimos que 

tanto los abogados como los demandantes aprendieron mucho de nuestra interacción, que se generó 

confianza mutua y que el éxito del caso fue en parte sustancial atribuible al marco de participación 

dentro del cual operamos. 

3.2 Litigio Estratégico Participativo en Guatemala: El caso Sepur Zarco 

Un caso histórico de Guatemala en 2016 en el que dos exmilitares fueron condenados por 

violencia sexual y esclavitud sexual cometidas contra mujeres maya Q'eqchi' en el pequeño pueblo 

indígena de Sepur Zarco en la década de 1980, durante el apogeo de la guerra civil guatemalteca, 

tiene paralelos participativos muy significativos con la lucha de los prisioneros de Pelican Bay.
59

 

Tanto el caso de Guatemala como el de California involucraron una defensa multifacética 

entrelazada con una lucha legal en la que las personas que buscaban justicia desempeñaron un papel 

central. Ambos involucraron lo que se conoce internacionalmente y en América Latina como litigio 

estratégico, referido en el lenguaje estadounidense principalmente como litigio de impacto, que se 

define como “procesos presentados ante órganos judiciales y cuasi judiciales que apuntan a tener un 

impacto duradero más allá del de reparar el daño sufrido por las víctimas”.
60

 El litigio estratégico en 
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América Latina “se refiere a una forma de litigar casos social o políticamente significativos que no 

pueden avanzar mediante el litigio tradicional”.
61

 

3.2.1 Abusos militares contra las mujeres de Sepur Zarco 

En 1982, el ejército guatemalteco atacó la comunidad de Sepur Zarco, matando a muchos 

líderes varones maya
62

 Q'eqchi ' que habían buscado el reconocimiento de sus derechos territoriales. 

Durante los siguientes seis años, los soldados violaron repetidamente a mujeres y las obligaron a 

lavar su ropa y cocinar para ellas en la base militar de la ciudad. Después de que terminó la guerra 

civil y se restableció el gobierno democrático, varias ONG trabajaron con las mujeres mayas para 

iniciar un largo proceso de búsqueda de rendición de cuentas y justicia por estos actos de violencia 

sexual. 

Finalmente, el 30 de septiembre de 2011, quince mujeres mayas sobrevivientes presentaron 

una denuncia penal alegando crímenes de lesa humanidad debido a violencia sexual y esclavitud, 

bajo un procedimiento guatemalteco que permite a los civiles presentar denuncias penales. Fueron 

ayudados en este esfuerzo por la Alianza Rompiendo el Silencio y la Impunidad (Alianza), que había 

sido formada por tres ONG de la sociedad civil, el Equipo de Estudios Comunitarios y Acción 

Psicosocial (ECAP), Unión Nacional de Mujeres Guatemaltecas (UNAMG) y las Mujeres 

Transformando el Mundo (MTM), que había brindado apoyo psicológico, político y legal a las 

mujeres. La Alianza organizó un Tribunal de Conciencia simbólico en 2010, inspirado en tribunales 

internacionales anteriores, que logró dar a conocer e informar a la sociedad sobre los delitos sexuales 

experimentados por las mujeres. El Tribunal allanó el camino para que las mujeres presentaran su 

denuncia penal.
63

 En cierto sentido, el Tribunal desempeñó un papel similar en el caso Sepur Zarco 

a la huelga de hambre en Pelican Bay, rompiendo el silencio sobre los abusos contra los derechos 

humanos que hasta entonces habían sido ignorados por el público. Ambas experiencias potenciaron 

una respuesta colectiva de quienes sufrieron la injusticia. 

Como en otras jurisdicciones de derecho civil, Guatemala permite a las víctimas y/o sus 

representantes participar en casos penales como demandantes civiles, solicitando al tribunal que 

inicie un proceso penal. No sólo las quince mujeres sobrevivientes (conocidas como Abuelas), sino 

también dos organizaciones, la UNAMG y el MTM, se convirtieron en demandantes civiles desde 

el principio y, por lo tanto, tenían capacidad para trabajar estrechamente con el fiscal en el desarrollo 

del caso penal. MTM era principalmente una organización legal y la UNAMG era un grupo de 

defensa. 

3.2.2 El papel participativo de las mujeres 

El caso Sepur Zarco es un ejemplo de litigio participativo, en el que las Abuelas de Sepur 

Zarco fueron los actores centrales del caso. Sus testimonios, “las voces de las víctimas”, fueron vistos 

como “el eje central del caso”.
64

 Las organizaciones de la sociedad civil (MTM y UNAMG) 

involucradas en presentar la denuncia y ayudar a su desarrollo, “involucraron ampliamente a las 

mujeres en el proceso de toma de decisiones, al tiempo que les dieron amplia visibilidad durante 

los procedimientos”.
65

 Por ejemplo, las mujeres decidieron con la ayuda de MTM quiénes serían los 
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peticionarios de la denuncia y quiénes testificarían ante el tribunal.
66

 Las mujeres también 

participaron en la toma de decisiones sobre estrategias legales. Garantizar que las Abuelas 

participaran activamente requirió enfoques innovadores, ya que las mujeres sólo hablaban q'eqchi' y 

no español y no tenían experiencia ni familiaridad con los procedimientos legales. Por ello, los 

abogados de MTM celebraron una reunión en la que explicaron el proceso penal utilizando 

animales como símbolos y utilizaron términos familiares para describir el proceso y el papel que 

cada uno desempeñaba en él. Las organizaciones civiles aseguraron que en el proceso hubiera 

intérpretes para que las mujeres entendieran lo que se decía y pudieran participar ellas mismas.
67

 

Para los abogados, este proceso participativo significó que tuvieron presencia permanente en la 

región y realizaron numerosos viajes a Sepur Zarco para consultar con las mujeres.
68

 

3.2.3 Formar un colectivo 

Quizás lo más importante es que las propias Abuelas decidieron crear una nueva 

organización, el Colectivo Jalok U, cuyos miembros eran las víctimas sobrevivientes de Sepur 

Zarco.
69

 El nombre Jalok U significa “transformación” o cambio en Q'eqchi.
70

 La creación de Jalok 

U permitió a las mujeres convertirse colectivamente en co-demandantes civiles y así participar en el 

proceso penal junto con las otras dos ONG. Les dio a las mujeres la posibilidad de tener 

representantes y presencia en las audiencias.
71

 Formar esta organización y convertirse en demandante 

civil les dio a las mujeres “su propia voz en el procedimiento” y fortaleció su papel como “sujetos 

de derecho” y no solo víctimas.
72

 Hacer valer su reclamo de justicia a través de su propia organización 

ayudó a transformar a las Abuelas de “víctimas” a “autoras” de sus propias historias, lo cual fue 

importante para reclamar su dignidad.
73

 Formar su propio grupo también les proporcionó fortaleza 

emocional. Como explicó una de las Abuelas, el grupo “nos fortaleció, yendo juntas a buscar 

justicia”.
74

 

Como en la lucha de Pelican Bay, un elemento crucial fue que los peticionarios se 

organizaran en un colectivo y tomaran decisiones conjuntamente. Para las mujeres, 

“Lo que permitió este trabajo es la cosmovisión maya. Las mujeres creen firmemente en la 

colectividad; no ven con lentes individuales como lo hacen nuestras víctimas habituales (…). 

Con estos espacios, estos círculos de diálogo que teníamos (…) el proceso fue largo y también 

lo fue la toma de decisiones”.
75

 

Las mujeres de Sepur Zarco y las organizaciones de la sociedad civil tuvieron éxito en el 

procesamiento de dos comandantes clave del ejército por violencia sexual y esclavitud, cada uno de 

los cuales fue declarado culpable por el tribunal y recibió sentencias de más de 100 años de prisión.
76
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Pero, a diferencia de los prisioneros de Pelican Bay que resolvieron su caso para poner fin a su 

confinamiento solitario, la victoria de las mujeres en el tribunal resultó en 16 medidas de 

reparaciones transformadoras, como la instalación de una clínica de salud integral en Sepur Zarco, 

la mejora de las escuelas y la provisión de viviendas y algunos otros servicios básicos en la 

comunidad.
77

Al igual que los demandantes de Pelican Bay, la Asociación Jalok U participa en el 

proceso de cumplimiento.
78

 

IV. LAS RAÍCES LATINOAMERICANAS DEL LITIGIO PARTICIPATIVO 

Un taller reciente sobre litigios estratégicos para la violencia de género en América Latina 

organizado por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y otros 

grupos señaló que la sociedad civil latinoamericana ha desempeñado un papel pionero al darle 

significado práctico al principio general de “litigación centrada en la víctima”.
79

 Esto no es 

sorprendente, ya que algunos de los conceptos básicos que subyacen al litigio participativo tienen 

profundas raíces en los movimientos y teorías latinoamericanas que se desarrollaron en la segunda 

mitad del siglo XX. Esta sección explorará algunas de esas raíces. 

El primer concepto importante en el que se basó en parte la lucha de Pelican Bay es el de 
acompañamiento. El acompañamiento es una idea estrechamente asociada con la teología de la 

liberación latinoamericana de las décadas de 1970 y 1980, defendida de manera más destacada por 

teólogos como el peruano Gustavo Gutiérrez y el arzobispo Oscar Romero de El Salvador. Los 

teólogos de la liberación plantean que la tarea espiritual básica es acompañar a los pobres en sus 

luchas: “escucharlos, compartir aprendizajes y caminar con ellos”.
80

 El teólogo Roberto GOIZUETA, 

el más destacado elaborador contemporáneo del acompañamiento, ha desarrollado una “Teología 

Hispano/Latina del Acompañamiento”.
81

 Para GOIZUETA, “acompañar a otra persona es caminar 
con ella”.

82

 Es activo, no pasivo. “La forma paradigmática de la acción humana no es simplemente 

la de 'estar con' otro sino más bien el acto de 'caminar' con el otro” (…) e “incorpora tanto la 

dimensión ético-política como la estética de la praxis humana”.
83

 El destacado teólogo de la 

liberación Gustavo Gutiérrez habla de “acompañamiento que es reflexión”.
84

 Por lo tanto, el 

acompañamiento combina la acción de caminar y reflexionar sobre los aspectos espirituales, 

prácticos y políticos de su camino y lucha conjunta contra la opresión y el sufrimiento. 

Por lo tanto, el acompañamiento requiere “una forma de compañerismo a largo plazo 

promovido por la proximidad física”.
85

 GOIZUETA critica a aquellos que 

“(…) están felices de ayudar y servir a los pobres, siempre y cuando no tengan que caminar 

con ellos por donde ellos caminan, es decir, siempre que puedan ministrarles desde sus 

recintos seguros. Los pobres pueden entonces seguir siendo objetos pasivos de nuestras 

acciones, en lugar de amigos, compañeros y compañeras con quienes interactuamos”.
86
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El antídoto para convertir a los pobres en “objetos pasivos” es el acompañamiento. 

Los pronunciamientos teológicos más recientes sobre el acompañamiento enfatizan su 

naturaleza permanente o de largo plazo. El documento final de la reunión de 2007 de la conferencia 

episcopal latinoamericana en Aparecida afirma que la solidaridad con los pobres “surge como una 

actitud permanente de encuentro (…) y en el acompañamiento permanente de sus esfuerzos por ser 

sujetos de cambio y transformación de su situación.
87

 El Papa Francisco ha seguido enfatizando el 

acompañamiento permanente como central para el trabajo de la Iglesia.
88

 

Mi carrera jurídica antes del caso Pelican Bay consistió en litigar casos importantes y de alto 

impacto que generalmente eran decididos por los tribunales con bastante rapidez sobre la base de 

argumentos principalmente legales.
89

 Luego pasaría al siguiente caso. Cuando presentamos el caso 

Pelican Bay, esperaba un compromiso similar a corto plazo. Pensé que podríamos solicitar una 

orden judicial preliminar y obtener una decisión rápida sobre la constitucionalidad del régimen de 

aislamiento prolongado. El juez rechazó ese enfoque—afortunadamente. El caso Pelican Bay me ha 

enseñado el valor del “acompañamiento permanente”, que si bien no es permanente, ha durado 

casi doce años durante los cuales he llegado a conocer a los demandantes, he compartido 

pensamientos y crisis con ellos, he hablado con cada uno de ellos por teléfono cada dos semanas 

durante los primeros días del caso, y volé a través del país en numerosas ocasiones para reunirme 

con ellos. En resumen, caminé con ellos en su viaje por la justicia. De la misma manera, los abogados 

de las Abuelas, los psicólogos y las organizaciones de comunicación reconocieron que la lucha de 

las Abuelas era una lucha de largo plazo que requería su presencia física y emocional en el terreno. 

De hecho, la organización de apoyo psicológico comenzó a trabajar con las Abuelas casi veinte años 

antes de su victoria final en la corte, y su acompañamiento permitió a las Abuelas a hablar sobre el 

abuso sexual que habían sufrido. 

Otra característica esencial del concepto teológico de acompañamiento es la escucha mutua 

que conduce a una transformación mutua.
90

 El Sínodo de la Amazonía, invocado por el Papa 

Francisco en octubre de 2019, proclamó que la Iglesia debe “servir y acompañar a los pueblos de la 

Amazonia” con una “espiritualidad de escucha”.
91

 La escucha mutua y la transformación es 

precisamente el modo de operación de los abogados y demandantes de Pelican Bay, así como de 

las ONG y las Abuelas en Sepur Zarco. 

Aunque el concepto teológico de acompañamiento está bien establecido en América Latina, 

uno puede preguntarse si esa teología jugó algún papel en las luchas seculares de los prisioneros de 

Pelican Bay o de las Abuelas de Sepur Zarco. Sin embargo, a pesar de su desarrollo como concepto 

teológico, el acompañamiento se ha utilizado en muchos entornos seculares donde personas con 

ciertas habilidades, como abogados o médicos, buscan ayudar a los pobres necesitados. 

Por ejemplo, en el ámbito médico, el Dr. Paul FARMER, profesor de Medicina en Harvard 

y cofundador de la organización Partners in Health, denominó “acompañamiento” al proceso 
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participativo de su trabajo médico en Haití.
92

 FARMER se basó en la opción preferencial de la teología 

de la liberación por los pobres y su doctrina de acompañamiento para respaldar el trabajo de su 

organización de brindar la mejor atención posible a los pacientes empobrecidos y marginados.
93

 Una 

de sus obras publicadas más importantes es un diálogo con el teólogo de la liberación peruano 

Gustavo Gutiérrez.
94

 Para FARMER, “acompañar a alguien es ir con él o ella a algún lugar, compartir 

el pan juntos (…) hay un elemento de misterio o apertura en el acompañamiento (…). Cumplir con 

una tarea hasta que la persona o personas acompañadas la consideren completa (…).”
95

 Además, el 

acompañamiento no privilegia “la experiencia técnica por encima de la solidaridad o la compasión 

o la voluntad de afrontar lo que pueden parecer desafíos insuperables. Requiere cooperación, 

apertura y trabajo en equipo (…).”
96

 Otras organizaciones seculares de atención médica alrededor 

del mundo han utilizado el acompañamiento para enmarcar su trabajo brindando atención médica 

a los pobres.
97

 

Así también, mi trabajo en Pelican Bay se basó en gran medida en la teología de la liberación 

y el acompañamiento. Conocí el concepto gracias a dos abogados, Staughton y Alice LYND, que 

fueron mis asesores en un importante desafío legal al uso por parte de Ohio del confinamiento 

solitario prolongado e indeterminado en su recién inaugurada prisión de máxima seguridad a 

principios de la década de 2000.
98

 Ese caso presagió el litigio participativo utilizado posteriormente 

en el caso Pelican Bay. 

Staughton LYND escribió más tarde un libro que describe su trabajo con prisioneros, 

trabajadores y activistas de derechos civiles como “acompañamiento”.
99

 Su libro y su obra jurídica 

secular se basaron en gran medida en la teología católica de la liberación desarrollada y practicada 

en América Latina, dedicando un extenso capítulo a la obra y la teología del arzobispo Oscar 

Romero en El Salvador.
100

 Staughton y Alice LYND sostienen que el acompañamiento implica “dos 

personas que exploran juntas el camino a seguir”.
101

 Tanto los LYND como yo tuvimos experiencias 

conmovedoras al interactuar con la teología de la liberación en Nicaragua en la década de 1980.
102

 

Para los LYND, Paul FARMER y yo, el acompañamiento presentaba una manera de superar el 

dominio jerárquico de nuestras profesiones, de ver a las personas a las que asistíamos como iguales, 

y cada una aportaba a su trabajo mutuo “una experiencia particular basada en la formación 

profesional o en experiencia de vida”. 

También el movimiento feminista laico en América Latina que ayudó a las mujeres víctimas 

de Sepur Zarco se veía a sí mismo como “acompañante de las Abuelas” y practicaba muchas de las 

características asociadas con ese término.
103

 El énfasis del movimiento feminista en la igualdad y la 

ruptura de la jerarquía encaja con algunas de las ideas de la teología de la liberación. De manera 

 
92 

FARMER (25 de mayo de 2011) (énfasis en el original). 
93 

BLOCK y GRIFFIN (2013); NICHOLSON (2021); FARMER (2011). 
94

 BLOCK y GRIFFIN (2013). 
95 

FARMER (2011). 
96

 FARMER (2011). 
97

 NICHOLSON (2021), pp. 236-241. 
98

 Wilkinson contra Austin, 545 US 209 (2005). 
99

 LYND (2013). 
100

 LYND (2013), pp. 83-125. 
101

 LYND (2013), p. 4; LYND y LYND (2009), pp. 87, 93. 
102

 LYND (2013), p. 7. 
103

 SÁCOUTO, FORD OUOBA y MARTIN (2022), p. 53. 



Jules Lobel  269 

 

similar, el movimiento pro-elección en América Latina ha hecho central en su trabajo la idea de 

acompañar a las mujeres a través de su proceso de aborto.
104

 De hecho, una escritora feminista ha 

señalado que los movimientos feministas latinoamericanos “no eran simplemente una imitación de 

los estadounidenses”, y un importante contribuyente al crecimiento del feminismo en la región “fue 

el resurgimiento del activismo católico” asociado con la teología de la liberación.
105

 Si bien las 

narrativas feministas latinoamericanas generalmente insisten en una lectura secular del activismo de 

las mujeres, hay contribuciones significativas hechas por “asociaciones en la Iglesia o en su entorno 

de mujeres feministas populares, mujeres de clase trabajadora que se organizaron contra las 

dictaduras”.
106

 

Finalmente, el gran educador popular brasileño Paulo FREIRE hizo importantes 

contribuciones al desarrollo del litigio estratégico participativo.
107

 Los métodos de educación 

participativa de FREIRE se han utilizado para promover la educación de adultos, la alfabetización, el 

desarrollo comunitario y el cambio social. Naturalmente, la filosofía y la metodología de la educación 

de Freire fueron retomadas por litigantes cuyo objetivo era promover la transformación social. 

FREIRE postuló que la liberación a través de la educación requiere un diálogo mutuamente 

beneficioso entre el mentor y el aprendiz para convertirse en agentes activos, críticos y creativos en 

la configuración de sus propias vidas.
108

 Al hacerlo, FREIRE critica los métodos educativos 

tradicionales por imponer ideas y transferir información a los estudiantes; en cambio, defiende la 

educación para crear personas cognitivas y auto determinadas. Los métodos tradicionales crean un 

modelo jerárquico de profesor y alumno, reduciendo a los estudiantes a “objetos” o recipientes 

vacíos en los que el profesor deposita el conocimiento.
109

 Por el contrario, los métodos educativos 

democráticos se basan en el diálogo y la interacción mutua entre el profesor y el alumno, con el 

objetivo de romper y eliminar la relación jerárquica entre los dos, aportando cada uno sus propias 

perspectivas únicas pero igualmente determinantes a la relación.
110

 En la educación participativa, 

tanto el profesor como el estudiante se convierten en socios activos en el aprendizaje: ambos se 

transforman en el proceso. Para FREIRE, un objetivo clave de la educación liberadora es romper con 

la “cultura del silencio” que impregna el proceso educativo y la sociedad en general.
111

 Para ello, los 

temas tratados deben estar cercanos a la vida cotidiana y a la realidad de los participantes. 

Las ideas de educación popular fueron fundamentales tanto para la lucha de Pelican Bay 

como para la de Sepur Zarco. En Pelican Bay, las reuniones que los abogados tuvieron con los 

demandantes para discutir el acuerdo fueron un poderoso ejemplo de dos grupos de expertos que 

aportan sus propios conocimientos a la reunión y aprenden unos de otros durante todo el proceso 

litigioso. En Sepur Zarco, toda la lucha fue un proceso educativo de largo plazo, tanto para las 

Abuelas como para los abogados, psicólogos y organizadores. De hecho, los abogados de MTM 

utilizaron un modelo educativo freiriano para explicar los procesos legales que las Abuelas 

enfrentarían en el juicio, en el que los abogados describieron las fases de un juicio penal utilizando 
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animales como símbolos.
112

 De esta manera, el complejo proceso legal extranjero se hizo real para 

las Abuelas, y pudieron participar en la discusión y aprender activamente de ella. Además, un 

aspecto clave de ambos casos fue romper con una “cultura del silencio”, donde las voces e historias 

de los prisioneros y las abuelas habían sido silenciadas por la sociedad. 

V. CONCLUSIÓN 

Los dos casos discutidos en este ensayo demuestran que tanto en América Latina como en 

Estados Unidos es posible utilizar un modelo participativo de litigio estratégico de impacto. Esos 

esfuerzos son intentos radicales de desafiar las prácticas tradicionales de litigio y tienen sus raíces, 

en parte, en la teología de la liberación y la educación popular latinoamericanas desarrolladas en la 

segunda mitad del siglo XX. 

Si bien estos dos casos respaldan firmemente la teoría de que el litigio estratégico 

participativo es posible y deseable, queda por ver si dicho litigio se establece en el futuro como un 

modelo de uso frecuente. Una pregunta importante sobre el litigio de Pelican Bay es si los 

prisioneros eran anómalos, en el sentido de que su extremo aislamiento en condiciones opresivas 

los llevó a estudiar derecho y desarrollar una experiencia significativa. Es poco probable que se 

encuentren demandantes similares en otras situaciones. Por ejemplo, no es probable que la 

redacción de un memorando legal por parte de DUMBRIQUE sea replicada por muchos otros 

demandantes de demandas colectivas. Por lo tanto, se podría argumentar que es poco probable que 

otros litigantes adopten ampliamente la experiencia de Pelican Bay. 

Por lo tanto, la experiencia de los demandantes de Pelican Bay es algo atípica en dos 

aspectos. La primera es que sus condiciones draconianas y aisladas inhibían la participación. Por 

ejemplo, ni siquiera fue posible reunirse con los demandantes nombrados como grupo sin obtener 

una orden judicial para hacerlo. Pero, irónicamente, su aislamiento también llevó a muchos de ellos 

a estudiar derecho, lo que les facilitó participar en una demanda colectiva. 

Si bien los demandantes de Pelican Bay pueden ser algo atípicos, es probable que el 

liderazgo de una comunidad movilizada contenga demandantes potenciales y miembros del grupo 

que estén dispuestos y sean capaces, y deseen desempeñar un papel participativo. La lucha de Sepur 

Zarco, de otro continente con circunstancias y demandantes muy diferentes ilustra que los 

demandantes de Pelican Bay no son únicos. Otros tipos de luchas que involucran la eliminación de 

la segregación escolar, la reforma policial, los derechos de los trabajadores o las reclamaciones por 

discriminación laboral también han logrado al menos algunos de los elementos críticos del litigio 

participativo que se encuentran en los casos de Pelican Bay y Sepur Zarco.
113

 

La lección de ambas luchas es que el litigio participativo se logra mejor en el contexto de un 

electorado activista movilizado. Es en ese contexto donde es más probable que los demandantes 

exijan participación y tengan las habilidades y conocimientos necesarios para participar plenamente. 

El litigio participativo también requiere abogados activistas que vean el valor de la participación para 

promover los ideales democráticos y desarrollar la confianza con los demandantes que ayuda al 

litigio. 

Actualmente existe interés en el litigio participativo en varios ámbitos. Un ámbito importante 

es el internacional. En los foros internacionales se ha identificado un enfoque centrado en las 
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víctimas que incluya la participación de las mismas como un principio clave en la justicia de 

transición y otros procedimientos legales.
114

 Los tribunales internacionales como la Corte Penal 

Internacional y los Tribunales Penales Internacionales para Ruanda y la ex Yugoslavia han 

incorporado la participación formal de las víctimas en sus estatutos.
115

 A pesar de estas disposiciones 

para la participación formal de las víctimas, en la práctica las víctimas generalmente son 

marginadas,
116

 limitadas en gran medida a su papel como testigos
117

 e incluso entonces limitadas por 

su incapacidad de contar sus historias de la manera que quisieran.
118

 De hecho, algunos académicos 

han argumentado que los esfuerzos recientes para garantizar formalmente la participación de las 

víctimas han reforzado el mismo enfoque institucional de arriba hacia abajo que existía 

anteriormente.
119

 

La brecha entre las aspiraciones centradas en las víctimas y la falta de participación 

significativa en la mayoría de los procedimientos legales estratégicos o internacionales resalta la 

necesidad de dar a conocer los ejemplos tanto en América Latina como en Estados Unidos donde 

ha ocurrido una participación real. Por lo tanto, tanto el litigio de Pelican Bay como el 

procesamiento de Sepur Zarco presentan ejemplos importantes de las posibilidades de hacer que la 

participación del demandante o de la víctima sea central en los procedimientos legales. En ambos 

casos, hubo un grupo de “víctimas” activistas que exigieron participación y ONG que apoyaron 

firmemente esa demanda. Las Abuelas de Sepur Zarco poco a poco resultaron fortalecidas por el 

apoyo psicológico y emocional, así como por esfuerzos políticos y educativos, de y por 

organizaciones de la sociedad civil, hasta el punto en que quisieron y fueron capaces de formar una 

organización y participar en el proceso legal. En la situación de Pelican Bay, sus prolongadas estadías 

en régimen de aislamiento les llevaron a darse cuenta de la necesidad de organizarse colectivamente. 

Una pregunta clave para la investigación de seguimiento es si en el futuro existirá una tendencia a 

que los litigios más estratégicos involucren una metodología y un enfoque participativos, o si los 

casos de Pelican Bay y Sepur Zarco resultan ser anomalías. 
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